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I. ANTECEDENTES Y CONTEXTO

Uno de los mayores desafíos que enfrenta cualquier política urbana, en particular las relativas a
la provisión de vivienda total o parcialmente subsidiada para sectores económicos de bajos
ingresos, es el relativo a la gestión pública del suelo urbano. Las deficiencias o la ausencia en la
práctica de políticas apropiadas en ese rubro ocasionan serias dificultades económicas y
financieras para la obtención de predios en condiciones de localizar desarrollos urbanos
sustentables públicos o privados y favorecen tanto la expansión incontrolada de manchas
urbanas sin calidad ni servicios como la degradación de áreas interiores o la proliferación de
suelo bien servido pero sin uso en zonas consolidadas de la ciudad. Así, las ciudades crecen de
una manera completamente desproporcionada en relación a la población que albergan y el
costo de proveer infraestructuras, equipamientos, servicios y transporte adecuado en áreas
urbanas de bajísima densidad se hace insostenible para el Estado y para la sociedad en su
conjunto.
Este contexto local se articula con un contexto global en el que un inadecuado desarrollo urbano
resulta ser uno de los más importantes y críticos factores que dificultan la erradicación de la
pobreza y la sostenibilidad del medio ambiente. En línea con los Objetivos del Desarrollo
Sostenible (ODS) de la Organización de las Naciones Unidas, es necesario entonces desarrollar
políticas de Gobierno tendientes a cumplir con compromisos internacionales asumidos. En
particular, la implementación y la localización integradas de la Agenda 2030 para el Desarrollo
Sostenible y la consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y sus metas, incluido el
Objetivo 11 de lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros,
resilientes y sostenibles.
A tal efecto se destaca especialmente la aplicación de los postulados de la Nueva Agenda Urbana
(NAU) aprobada en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre la Vivienda y el Desarrollo
Urbano Sostenible (Hábitat III) celebrada en Quito, Ecuador, el 20 de octubre de 2016. La
Asamblea General de las Naciones Unidas refrendó la Nueva Agenda Urbana en su sexagésimo
octava sesión plenaria de su septuagésimo primer período de sesiones, el 23 de diciembre de
2016. Nuestro país refrendó ese documento internacional y, para que la implementación de la
NAU trascienda a los gobiernos, se elaboró un documento de Política Nacional Urbana junto al
equipo de ONU-Hábitat. Así, el desarrollo de ciudades y asentamientos humanos compactos,
inclusivos, sustentables y resilientes, ha pasado a ser para la Argentina una prioridad y una
política de Estado
La Nueva Agenda Urbana incorpora un nuevo reconocimiento de la correlación entre la buena
urbanización y el desarrollo. Subraya los vínculos entre la buena urbanización y la creación de
empleo, las oportunidades de generar medios de subsistencia y la mejora de la calidad de vida,
que deberían incluirse en todas las políticas y estrategias de renovación urbana. Entre los puntos
de la NAU que tratan explícitamente la necesidad de una adecuada gestión pública del suelo
pueden mencionarse por ejemplo:

13 Imaginamos ciudades y asentamientos humanos que:
a) Cumplen su función social, entre ellas la función social y ecológica de la tierra, con
miras a lograr progresivamente la plena realización del derecho a una vivienda adecuada
como elemento integrante del derecho a un nivel de vida adecuado, (…);
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h) Protegen, conservan, restablecen y promueven sus ecosistemas, recursos hídricos,
hábitats naturales y diversidad biológica, reducen al mínimo su impacto ambiental y
transitan hacia la adopción de modalidades de consumo y producción sostenibles.

14. Para lograr nuestro ideal, resolvemos adoptar una Nueva Agenda Urbana guiándonos
por los siguientes principios interrelacionados:

a) Asegurar que nadie se quede atrás, lo que supone (…) facilitar el acceso equitativo
para todos a la infraestructura física y social y los servicios básicos, así como a una
vivienda adecuada y asequible;
b) Asegurar el desarrollo de economías urbanas sostenibles e inclusivas, aprovechando
los beneficios que se derivan de la aglomeración resultante de una urbanización
planificada, incluida la alta productividad, la competitividad y la innovación, lo que
supone (…) impedir la especulación con los terrenos, promover la tenencia segura de la
tierra y gestionar la contracción de las zonas urbanas, cuando proceda;
c) Garantizar la sostenibilidad del medio ambiente, promoviendo el uso de la energía no
contaminante y el uso sostenible de la tierra y los recursos en el desarrollo urbano (…).

15. Nos comprometemos a trabajar en pro de un cambio de paradigma urbano hacia la
adopción de una Nueva Agenda Urbana que:

a) Reorientará la manera de planificar, financiar, desarrollar, administrar y gestionar las
ciudades y los asentamientos humanos, reconociendo que el desarrollo urbano y
territorial sostenible es un elemento indispensable para alcanzar el desarrollo sostenible
y la prosperidad para todos;
b) Reconocerá la función rectora de los Gobiernos nacionales, según proceda, en la
definición y aplicación de políticas urbanas inclusivas y eficaces y leyes para el desarrollo
urbano sostenible, así como las contribuciones igualmente importantes de los gobiernos
subnacionales y locales, de la sociedad civil y otros interesados pertinentes, de manera
transparente y responsable;
c) Adoptará enfoques de desarrollo urbano y territorial sostenibles e integrados,
centrados en las personas, que tengan en cuenta la edad y el género, mediante la
aplicación de políticas, la formulación de estrategias, la creación de capacidad y la
adopción de medidas a todos los niveles, sobre la base de factores impulsores del
cambio fundamentales, a saber: (…)

iii) La reactivación de la planificación y el diseño urbanos y territoriales
integrados y a largo plazo, a fin de optimizar la dimensión espacial de la
configuración urbana y poner en práctica los resultados positivos de la
urbanización;
iv) El apoyo a los marcos e instrumentos de financiación eficaces, innovadores
y sostenibles que permitan reforzar las finanzas municipales y los sistemas
fiscales locales a fin de crear, mantener y compartir de manera inclusiva el valor
generado por el desarrollo urbano sostenible.

34. Nos comprometemos a promover el acceso equitativo y asequible a la infraestructura
física y social básica sostenible para todos, sin discriminación, incluido el acceso a terrenos
habilitados y asequibles, (…)

35. Nos comprometemos a promover, al nivel apropiado de gobierno, incluidas las
administraciones subnacionales y locales, el aumento de la seguridad de la tenencia para
todos, reconociendo la pluralidad de tipos de tenencia, y a desarrollar, en el conjunto de
los derechos sobre la tierra y la propiedad, soluciones ajustadas a distintos fines que tengan
en cuenta la edad y el género y se adecúen al medio ambiente, prestando especial atención
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a la seguridad de la tenencia de la tierra en el caso de las mujeres como elemento
fundamental para su empoderamiento, entre otras cosas mediante sistemas
administrativos eficaces.

44. Reconocemos que la configuración urbana, la infraestructura y el diseño de edificios se
cuentan entre los factores más importantes impulsores de la eficiencia de los costos y el
uso de los recursos, a través de los beneficios de la economía de escala y la aglomeración y
mediante el fomento de la eficiencia energética, la energía renovable, la resiliencia, la
productividad, la protección del medio ambiente y el crecimiento sostenible de la economía
urbana.

51. Nos comprometemos a fomentar el desarrollo de marcos espaciales urbanos, incluidos
los instrumentos de planificación y diseño urbanos que apoyan la ordenación y el uso
sostenibles de los recursos naturales y la tierra, un nivel adecuado de compacidad y
densidad, policentrismo y usos mixtos, mediante estrategias de completamiento de
espacios vacíos o de planificación de nuevas ampliaciones, según proceda, (…)

52. Alentamos la formulación de estrategias de desarrollo espacial que tengan en cuenta,
según corresponda, la necesidad de orientar la ampliación urbana dando prioridad a la
renovación urbana mediante la planificación de la provisión de infraestructuras y servicios
accesibles y bien conectados, el logro de densidades demográficas sostenibles y el diseño
compacto y la integración de nuevos barrios en el entramado urbano, impidiendo el
crecimiento urbano incontrolado y la marginación.

69. Nos comprometemos a preservar y promover la función social y ecológica de las tierras,
incluidas las zonas costeras que dan apoyo a las ciudades y los asentamientos humanos, y
a fomentar soluciones basadas en los ecosistemas para garantizar pautas de consumo y
producción sostenibles, a fin de que no se sobrepase la capacidad regenerativa de los
ecosistemas. Nos comprometemos también a promover el uso sostenible de la tierra, a
mantener unas densidades y una compacidad adecuadas al ampliar las zonas urbanas a fin
de prevenir y a contener el crecimiento urbano incontrolado y prevenir los cambios
innecesarios del uso de las tierras y la pérdida de tierras productivas y de ecosistemas
frágiles e importantes.

97. Fomentaremos las ampliaciones urbanas y las construcciones de completamiento
planificadas, dando prioridad a la renovación, la regeneración y la adaptación de las zonas
urbanas, según sea necesario, incluida la mejora de los barrios marginales y los
asentamientos informales, construyendo edificios y espacios públicos de calidad,
promoviendo enfoques integrados y participativos en los que intervengan todos los
habitantes y los interesados pertinentes, y evitando la segregación espacial y
socioeconómica y la gentrificación, y al mismo tiempo preservando el patrimonio cultural y
previniendo y conteniendo el crecimiento urbano incontrolado.

98. Promoveremos una ordenación territorial y urbana integrada, incluidas las ampliaciones
urbanas planificadas sobre la base de los principios de equidad, el uso eficaz y sostenible
de la tierra y los recursos naturales, la compacidad, el policentrismo, la conectividad y las
densidades adecuadas y los múltiples usos del espacio, así como los usos sociales y
económicos mixtos en las zonas construidas, a fin de impedir el crecimiento urbano
incontrolado, reducir los problemas y las necesidades de movilidad y los costos per cápita
de la prestación de servicios y aprovechar la densidad y las economías de escala y de
aglomeración, según proceda.
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102. Nos esforzaremos por mejorar la capacidad para la planificación y el diseño urbanos y
la prestación de formación a los planificadores urbanos a nivel nacional, subnacional y local.

104. Promoveremos el cumplimiento de los requisitos jurídicos mediante marcos de gestión
sólidos e inclusivos e instituciones responsables que se ocupen del registro de la propiedad
de la tierra y la gobernanza, aplicando sistemas de ordenación y uso de la tierra y de registro
de la propiedad y sistemas financieros cabales que sean transparentes y sostenibles.
Apoyaremos a los gobiernos locales y los interesados pertinentes, mediante diversos
mecanismos, en la elaboración y la utilización de información básica de inventario de
tierras, como catastros, mapas de riesgos y valoración y registros de los precios de la tierra
y la vivienda, a fin de generar datos fiables, oportunos y de calidad desglosados por
ingresos, sexo, edad, raza, origen étnico, situación migratoria, discapacidad, ubicación
geográfica y otras características pertinentes en el contexto nacional, datos que serán
necesarios para evaluar los cambios en el valor de la tierra, y al mismo tiempo velaremos
porque estos datos no se utilicen para formular políticas de uso de la tierra discriminatorias.

112. Promoveremos la aplicación de programas de desarrollo urbano sostenible con
estrategias centradas en las necesidades de vivienda y las de las personas, dando prioridad
a planes de viviendas bien ubicadas y distribuidas a fin de evitar el levantamiento de núcleos
de vivienda periféricos y aislados, desvinculados de los sistemas urbanos, con
independencia del segmento socioeconómico de la población para el que se construyan, y
proporcionando soluciones a las necesidades de vivienda de los grupos de ingresos bajos.

134. Apoyaremos las políticas y capacidades adecuadas que permitan a los gobiernos
subnacionales y locales registrar y ampliar su base de ingresos potenciales, por ejemplo, a
través de los catastros polivalentes, los impuestos locales, las tasas o los cargos por
servicios, (…)

137. Promoveremos las mejores prácticas para captar y compartir el aumento del valor de
la tierra y los bienes resultante de los procesos de desarrollo urbano, los proyectos de
infraestructura y las inversiones públicas. Quizá podrían ponerse en práctica medidas como
políticas fiscales relativas a los beneficios, según proceda, a fin de impedir que estos
reviertan exclusivamente en el sector privado y que se especule con tierras y bienes raíces.
Reforzaremos el vínculo entre los sistemas fiscales y la planificación urbana, así como los
instrumentos de gestión urbana, incluida la regulación del mercado de tierras.
Trabajaremos para garantizar que los esfuerzos por generar finanzas basadas en la tierra
no resulten en un uso y consumo insostenibles de la tierra.

Por su parte, el documento Política Nacional Urbana resalta que aun cuando Argentina es uno
de los países más urbanizados del mundo con aproximadamente 92 por ciento de su población
viviendo actualmente en áreas urbanas, el país aún no alcanzó su pleno potencial en la
utilización de la urbanización como fuerza transformadora para el desarrollo socioeconómico.
Debido a la falta de planificación y de inversión en infraestructura, los espacios urbanos
crecieron desordenadamente, guiados por la centralidad económica y la baja densidad. El
resultado es la fragmentación socio-espacial entre y dentro de las ciudades que vemos hoy en
día.
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Entre otros puntos del documento en que se proponen lineamientos e instrumentos vinculados
a la correcta gestión pública del suelo, pueden mencionarse:

Capítulo 3.
Punto C. Equipamiento e Infraestructura Urbana Integrados
El crecimiento de las ciudades en Argentina ha estado acompañado de deficiencias en la
provisión y producción de infraestructura y equipamientos, así como de conectividad e
institucionalidad. (…)Frente a la situación de déficit general que presenta el hábitat urbano
en Argentina, los principales desafíos en materia de infraestructura y servicios consisten
en: i) ampliar la cobertura de agua y saneamiento en todos los asentamientos humanos; ii)
atender la brecha de acceso y reducir la asimetría territorial existente en la provisión de
infraestructura física y digital, equipamiento social y servicios urbanos; iii) orientar la
inversión pública e impulsar la inversión privada en materia de infraestructura y
equipamiento; (…) ix) disminuir el impacto ambiental ocasionado por el crecimiento y
expansión de las redes de infraestructura en el territorio; y x) lograr la eficiencia en el uso
y prestación de los servicios, especialmente agua y energía.

Punto D. Acceso al Suelo Urbano y Equidad Socio-Habitacional
(…) Según datos censales (2010), el 17% de la población reside en viviendas con tenencia
irregular (Informe Nacional Hábitat III, 2016). La ausencia del Estado en la planificación y la
gestión territorial ha contribuido a la expansión urbana de baja densidad y a la
consolidación de un mercado de suelo urbano caracterizado por la usurpación, la
especulación y la desigualdad. La escasez de instrumentos que regulen el mercado de suelo,
junto con instrumentos de gestión local ineficientes e instituciones debilitadas, han
favorecido el desarrollo de ciudades desiguales, socialmente excluyentes, espacialmente
segregadas y ambientalmente insostenibles. En las últimas décadas, el déficit habitacional
en Argentina se ha incrementado, los mecanismos de acceso al crédito han resultado
insuficientes y los asentamientos informales se han convertido en la principal estrategia de
acceso al suelo y a la vivienda de los sectores de menores ingresos. Asimismo, el
surgimiento de barrios cerrados no sólo da cuenta de un modelo de ciudad fragmentado
socio-espacialmente, sino que su localización en áreas ambientalmente frágiles y
vulnerables ha generado un alto impacto ambiental. Frente a este escenario, los gobiernos
municipales y provinciales presentan un conjunto de retos dirigidos a abordar la
fragmentación socio-espacial existente, mejorar la integración urbana y generar
condiciones equitativas en el acceso al suelo y la vivienda. Los principales desafíos a
enfrentar consisten en: i) integrar los asentamientos a la trama urbana; ii) reducir el déficit
habitacional existente; iii) mejorar la provisión de servicios básicos y la accesibilidad, junto
con la regularización dominial, el mejoramiento del hábitat y la vivienda; iv) facilitar una
planificación urbana eficiente que promueva el uso racional y sostenible del suelo y la
optimización de recursos; v) establecer instrumentos fiscales que regulen el acceso al suelo
y vivienda; vi) establecer políticas, instrumentos y marcos normativos sobre la utilización y
aprovechamiento de suelo vacante y el parque habitacional existente; y vii) desarrollar
mecanismos jurídicos, administrativos y económicos que garanticen el acceso al mercado
formal de alquileres.

Punto H. Finanzas Locales Sostenibles
(…) el desarrollo urbano argentino está muy condicionado por la alta dependencia de los
municipios respecto de las transferencias de los niveles superiores de gobierno para cubrir
sus gastos, tanto de inversión como, en muchos casos, corrientes. Las pocas fuentes de
ingresos propias de los municipios y la ineficiencia de las tasas municipales refuerzan esa
dependencia. La solidez financiera permite a los municipios capturar el valor que generan
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las ciudades en términos productivos y reinvertirlo en políticas públicas necesarias para el
desarrollo urbano sostenible, lo que contribuye a revertir las externalidades negativas de
la urbanización e incentiva la productividad económica. En el camino por promover el
desarrollo urbano integral y construir ciudades sostenibles y prósperas, los principales
desafíos a los que se enfrentan los gobiernos municipales argentinos en materia de finanzas
son: (…) iv) desarrollar herramientas que les faciliten tener un financiamiento local
sostenible, como la recuperación y redistribución de plusvalías urbanas. La mayoría de los
municipios dependen de la autorización legal de las provincias para poder desarrollar
instrumentos alternativos de generación de recursos como, por ejemplo, la captura de
plusvalía.

Capítulo 5
Lineamiento 3: Promover ciudades compactas
Para regular el crecimiento expansivo es necesario el desarrollo y promoción de ciudades
policéntricas con condiciones óptimas de habitabilidad, vivibles y multifuncionales, ya que
permiten concentrar el desarrollo dentro de los límites urbanos. Asimismo, el modelo de
ciudad compacta permite hacer más eficientes las inversiones públicas al disminuir los
costos en la provisión de infraestructura y servicios.
Estrategias a corto plazo: • Fortalecer los marcos normativos existentes para regular la
expansión urbana y su avance sobre las zonas rurales, ambientalmente vulnerables y de
riesgo. • Articular los planes de desarrollo urbano con los planes de movilidad y transporte,
a fin de hacer más eficientes los traslados y reducir los tiempos de viaje de los habitantes.
Estrategias a mediano y largo plazo: • Incorporar a los instrumentos de planificación urbana
criterios de densificación, conectividad, mixtura de usos, accesibilidad y proximidad dentro
de los límites urbanos. • Incluir en los marcos normativos el acceso a redes de conectividad
(transporte, movilidad, digitales); a mercado de trabajo regional (políticas productivas) y a
infraestructuras básicas (agua, saneamiento y energía). • Establecer estándares de diseño
urbano que enfaticen la conectividad a los centros, la disponibilidad y accesibilidad a los
servicios sociales para las nuevas urbanizaciones. • Promover un modelo de ciudad de
escala humana desde los gobiernos municipales a partir de la renovación integral de barrios
y dotación de equipamientos orientados a fortalecer el tejido social y la mixtura de usos de
suelo.
INSTRUMENTOS • Guías de diagnóstico y relevamiento para identificar oportunidades de
consolidación, mejora urbana y revitalización de centros y subcentros urbanos. • Planes de
desarrollo urbano local con criterios de densificación, conectividad, mixtura de usos,
accesibilidad y proximidad. • Planes de movilidad integral y transporte público intraurbano.
• Metodologías y criterios de diseño en los planes urbanos locales: - DOT (Desarrollo
Orientado al Transporte). • Programas de rehabilitación, renovación y redesarrollo urbano.
• Metodologías para la definición de centralidades consolidadas y emergentes. • Proyectos
en áreas de desarrollo prioritario.

Lineamiento 5: Perfeccionar instrumentos de control y regulación del mercado de suelo
urbano
Para llevar a cabo, eficiente y equitativamente, la gestión, regulación y control del mercado
del suelo, es prioritario generar normas e instrumentos que les permitan a los gobiernos
establecer reglas del juego claras entre los actores públicos y privados, direccionar las
inversiones en el territorio, frenar las prácticas especulativas y tener mejor control sobre la
dispersión urbana.
Estrategias a corto plazo: • Promover el desarrollo de proyectos urbanos integrales
financiados a través de mecanismos de Participación Público-Privada (PPP). • Promover la
creación de sistemas catastrales multifinalitarios para facilitar la toma de decisiones y
transparentar la gestión del suelo.
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Estrategias a mediano y largo plazo: • Diseñar normas e instrumentos orientados a reducir
la especulación urbana, mediante la regulación y control del mercado del suelo. •
Establecer mecanismos de evaluación, monitoreo y control sobre los instrumentos de
mercado del suelo.
INSTRUMENTOS • Banco de Tierras. • Reservas urbanas destinadas al crecimiento y al
desarrollo planeado. • Programas de desarrollo urbano en terrenos estatales, mediante la
figura de PPP. • Tasas diferenciales a inmuebles vacantes. • Captación y redistribución de
plusvalías urbanas. • Tasas de contribución por mejoras. • Sistemas catastrales
multifinalitarios.

EJE D: Acceso al Suelo Urbano y Equidad Socio-Habitacional
Lineamiento 10: Promover la integración socio-urbana Para promover la equidad socio-
habitacional y el acceso al suelo urbano es fundamental garantizar el acceso a
infraestructura y servicios urbanos, incentivar la integración de los asentamientos
informales a través de la urbanización integral y promover mecanismos y alternativas de
producción de hábitat social adecuadas a las características sociales, territoriales e
identitarias de los mismos.
(…) Estrategias a mediano y largo plazo: • Diseñar instrumentos normativos para la
regularización de asentamientos y/o utilización de suelo urbano de interés social. •
Establecer dentro de los instrumentos de planificación urbana y ordenamiento territorial
áreas destinadas a reserva urbana, respetando las áreas de valor natural y zonas de riesgo.
• Desarrollar sistemas de gestión de uso del suelo a nivel municipal que reconozcan y
respalden diferentes tipologías de asentamientos humanos.
INSTRUMENTOS • Ley de acceso al suelo urbano y regularización. • Planes de integración
socio-urbana que contemplen: - Áreas de desarrollo urbano prioritario. - Zonas especiales
de interés social (villas, asentamientos, vivienda de interés social). • Tratamientos
específicos para distintas tipologías de asentamientos humanos (villas, asentamientos
informales, urbanizaciones cerradas, entre otros). • Convenios Urbanísticos con PPP. •
Zonas Urbanas de Acción Concertada.

EJE H: Finanzas Locales Sostenibles
Lineamiento 16: Asegurar la autonomía financiera de los municipios Para fortalecer el rol
económico de los municipios, es necesaria la incorporación de políticas y herramientas que
les permitan planificar y gestionar sus gastos, presupuestos e ingresos.
Estrategias a corto plazo: (…) • Fortalecer y/o promover las asociaciones
intergubernamentales y la PPP como mecanismos de financiamiento para políticas, planes,
programas y proyectos. • Expandir el potencial de captura de plusvalías en los proyectos de
expansión y renovación urbana.
Estrategias a mediano y largo plazo: (…) • Aumentar la participación municipal en la
recaudación a través de la incorporación de nuevos instrumentos fiscales, particularmente
enfocados al mercado del suelo y vivienda. • Avanzar en la obtención y mantenimiento de
grado de inversión para las ciudades más eficientes y la posibilidad de emitir bonos para
financiar infraestructura básica. • Desarrollar sistemas catastrales multifinalitarios
modernos y eficientes.

Estrategia de implementación 4: Programas de Capacitación Continua en Gestión Urbana
Sostenible
El Estado Nacional apoyará a los gobiernos municipales en el proceso de implementación
de la PNU, mediante capacitaciones que busquen desarrollar herramientas de gestión
fundamental para los procesos de fortalecimiento orgánico. Las mismas permitirán
identificar las necesidades específicas de cada localidad y definir las prioridades de
formación sobre la base de objetivos estratégicos de planificación local. Por otro lado, se
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busca promover articulaciones virtuosas con otros actores locales y regionales, tales como
las instituciones académicas universitarias y organizaciones de la sociedad civil de las
distintas zonas.
A través de estas capacitaciones se busca: • Promover e implementar herramientas que
fortalezcan capacidades de los agentes públicos para llevar adelante una gestión integrada
eficiente y eficaz. • Potenciar el valor intangible del capital humano a través de actividades
de formación continua para funcionarios públicos. • Profesionalizar diferentes áreas del
municipio con el fin de mejorar y optimizar los canales de coordinación y comunicación. •
Modernizar mecanismos de sistemas de gestión a través de capacitación constante en
nuevas Tecnologías de Información y Comunicación. • Mejorar los sistemas internos de
planificación y gestión financiera. • Reforzar las capacidades técnicas para legislar,
planificar y ordenar su territorio. • Mejorar los mecanismos de participación ciudadana. Las
capacitaciones estarán destinadas a funcionarios y equipos técnicos municipales,
centrándose en la promoción de cinco pilares centrales: • Planificación Urbana,
Ordenamiento Territorial y gestión del suelo (vinculación con Estrategia 2 de
Implementación). • Información pública y utilización de TICs en los procesos de
transparencia de la gestión municipal. • Empoderamiento de la comunidad, mecanismos
de participación e inclusión ciudadana. • Gestión ambiental, resiliencia y reducción del
riesgo de desastres. • Finanzas municipales.
Es importante rescatar que ya existen programas de capacitaciones brindadas por la
Subsecretaría de Relaciones Municipales del Ministerio del Interior, Obras Públicas y
Vivienda, que facilitan avanzar con la implementación de la PNU en la materia. Se
recomienda ampliar los alcances de dichos programas y su difusión para apoyar a los
gobiernos municipales en el desarrollo de sus capacidades técnicas, en consonancia con los
pilares antes mencionados.

En función de lo antedicho, en línea con las acciones previstas en el componente 3
“Fortalecimiento Institucional” del Programa Integral de Hábitat y Vivienda, implementado con
el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, se plantea la contratación un servicio de
consultoría para brindar asistencia técnica a la Secretaría de Vivienda (SV) para la realización de
los proyectos ejecutivos de desarrollos urbanos incorporando componentes de sustentabilidad
y de política de suelo urbano.

II. OBJETIVOS

Objetivo general
Asistir técnicamente a la Secretaría de Vivienda en la realización de desarrollos urbanos
sostenibles que incorporen criterios adecuados de gestión de suelo urbano, produciendo
expansiones, completamientos o consolidaciones de tejido urbano con provisión completa de
espacio público, infraestructuras y servicios y adecuada relación con el entorno urbano
existente. La entidad contratada proveerá un documento procedimental, los proyectos
ejecutivos de diez (10) urbanizaciones en distintas localizaciones y un documento de evaluación.

Objetivos específicos
1. Desarrollar y concretar herramientas y metodología de gestión de suelo en el marco de

un desarrollo urbano sostenible;
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2. Proveer asistencia técnica para la detección de oportunidades urbanas, valorización del
suelo y estrategias público privadas de desarrollo urbano para vivienda social y
equipamientos;

3. Promover la incorporación de normativa vinculada a la regulación urbana;
4. Fomentar el armado de Bancos de Tierras Públicos para disponer de suelo apto;
5. Registrar los procesos producidos y sus productos de modo de ampliar el conocimiento

existente sobre estos temas;
6. Promover la eficiencia y el ahorro energético y mejorar el impacto ambiental; y
7. Sensibilizar respecto del medio ambiente y el uso eficiente de la energía a partir de

diferentes herramientas y técnicas.

III. ALCANCE
Dada la naturaleza del proyecto, la Secretaría de Vivienda establecerá con la/s firma/s u
organización/es seleccionada/s un Convenio Marco (CM) que permitirá la contratación
específica de cada uno de los proyectos particulares. En caso de que razones operativas o de
otro tipo dificulten a la firma u organización realizar alguno de dichos proyectos, la Secretaría
podrá contratar para ese caso particular a otra firma u organización que acredite similares
antecedentes y condiciones.
El alcance del proyecto es nacional. La firma consultora será responsable de establecer un
manual de procedimientos y la elaboración de hasta 10 proyectos de diseño urbano a demanda
de la SV, localizados en cualesquiera de las 24 provincias -divididas en cinco regiones
geográficas: Noroeste, Noreste, Centro, Cuyo y Patagonia. La firma Consultora realizará dichos
proyectos con conocimiento de las respectivas realidades y condicionantes locales adquiridos
en territorio mediante visitas al sitio e intercambio con equipos municipales o de otros
organismos designados como contraparte por la Secretaría.
Asimismo, deberá trabajar en conjunto con la Dirección Nacional de Acceso al Suelo y
Formalizaciones de la Secretaría de Vivienda, manteniendo un diálogo fluido y manteniendo
reuniones periódicas de trabajo en las oficinas de dicha dependencia o donde esta determine.
La provisión de información relevante para el proyecto será responsabilidad de la mencionada
Dirección Nacional.

IV. ACTIVIDADES

El servicio de consultoría comprende 3 grandes actividades, las cuales se detallan a
continuación:

Actividad 1. Producción de un documento básico a modo de manual de procedimientos para
los desarrollos a realizar, con diseño de una metodología de intervención en política de gestión
de suelo. El documento será utilizado como guía por el equipo a cargo de la consultoría y los
equipos locales que desarrollen proyectos urbanísticos afines, e incluirá:

a. Listado de instrumentos de gestión de suelo factibles de ser utilizados, con instrucciones
para su uso.

b. Recomendaciones de trazado
c. Recomendaciones normativas
d. Criterios de articulación entre los sectores público, privado y social
e. Estándares e indicadores de urbanización
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Actividad 2. Realización estimada de 10 (diez) Proyectos específicos de Desarrollo Urbano en
todo el territorio nacional. Esta actividad implicará la realización de las siguientes acciones, en
articulación con los equipos y gobiernos locales cuando corresponda:

a. Realizar un diagnóstico sobre los proyectos desarrollar y los modelos de gestión de suelo
por región;

b. Proponer al gobierno local las unidades de gestión correspondientes a cada proyecto;
c. Proponer la normativa urbanística correspondiente en cada caso;
d. Realizar los proyectos ejecutivos de desarrollo urbano; y
e. Diseñar una estructura de análisis, diagnóstico, ejecución y gestión replicable y

adaptable a casos similares en otras ciudades y regiones.

Las tareas del equipo de trabajo incluirán para cada proyecto:
 Análisis del predio, del marco de gestión (por ejemplo: Fideicomiso Fondo Fiduciario

Para la Vivienda Social), de la normativa urbanística y ambiental de aplicación, del
mercado inmobiliario y ordenamiento urbano y del contexto actoral (por ejemplo:
AABE, ONG, familias, etc.).

 Consideración de opciones de gestión y diseño del mecanismo definitivo de gestión.
 Análisis de valor inmobiliario. Presupuesto de implementación. Posibilidades de

recuperación. Factibilidad económica y financiera.
 Gestiones con y entre AABE, Municipalidades, ONGs, etc.
 Lineamientos de plan maestro para el predio y anteproyecto para el loteo primera

etapa.
 La tarea considerará los siguientes aspectos:

- institucional,
- catastral,
- mercado inmobiliario,
- ambiental,
- normativo y
- proyectual.

Plazo: se estima un plazo entre 60 y 120 días, considerando 20 a 30 días de investigación e
hipótesis preliminares, 20 a 30 días de definición del modelo de gestión, 20 a 30 días para la
propuesta definitiva de gestión, plan maestro y proyecto y 30 a 60 días para la revisión y
eventual modificación como respuesta a las observaciones que realice el municipio y/u
organismo beneficiario. Se entregará un Informe de Avance a los 45 días de comenzado el
trabajo.

“En el desarrollo del trabajo, cualquier estudio de factibilidad para obras civiles que pudiese
surgir requerirá que los aspectos ambientales y sociales pertinentes sean preparados de
acuerdo a lo establecido en la Nota de las Guías de Salvaguarda del Banco Mundial para
Asistencia Técnica de fecha enero de 2014. Asimismo, todas las recomendaciones técnicas
que surjan de la presente consultoría deberán reflejar los principios de las salvaguardas del
Banco, siguiendo las directrices proporcionadas por los instrumentos de salvaguardas
preparados para el Proyecto”.

Insumos necesarios: entre otros, cartografía completa con curvas de nivel y situación
catastral. Se definirán al concretarse el encargo y su provisión estará a cargo del organismo
beneficiario.
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El contratado dirigirá y coordinará un equipo que incluirá consultores/as específicos para los
diversos temas particulares, como por ejemplo: catastro, asesoría legal, análisis económico
financiero, asesoría ambiental, confección de documentación gráfica, etc.
Los proyectos ejecutivos se realizarán para aplicarse en predios de 3 escalas distintas para
ciudades de tres dimensiones demográficas posibles:
Superficies:
- de 1 a 3 hectáreas
- de 3 a 10 hectáreas
- de 10 hectáreas o más

Población:
- menos de 30.000 habitantes
- 30.000 a 150.000 habitantes
- más de 150.000 habitantes

Al momento de solicitarse propuestas, el oferente deberá realizar una propuesta financiera
distinguiendo los precios unitarios por proyecto para cada de las combinaciones de dichas
escalas, el cual será tomado como precio de referencia para la solicitud de elaboración de
proyectos dentro del Convenio Marco (CM).

Actividad 3. Producción de un documento final de síntesis y difusión El documento incluirá:
a. Descripción de los criterios utilizados.
b. Presentación gráfica y textual de los proyectos realizados.
c. Evaluación preliminar de los resultados obtenidos
d. Conclusiones y recomendaciones para proyectos futuros.

V. PRODUCTOS

A continuación, se detallan los productos requeridos para cada de las actividades previstas:

1. Documento básico a modo de manual de procedimientos para los desarrollos a
realizar, con diseño de una metodología de intervención en política de gestión de
suelo.
Se entregará en formato digital editable incluyendo textos, planillas y gráficos, en
condiciones para ser editado, diseñado y diagramado. Extensión sugerida: mínimo 50
páginas A4, máximo 100 páginas A4.

2. Proyectos específicos de Desarrollo Urbano en todo el territorio nacional. Incluirá:
1.1 Informe diagnóstico. Investigación e hipótesis preliminares.
1.2 Análisis de los predios, del marco de gestión, de la normativa urbanística y

ambiental de aplicación, del mercado inmobiliario y ordenamiento urbano de cada
localidad y del contexto actoral.

1.3 Consideración de opciones de gestión y diseño del mecanismo definitivo de gestión.
1.4 Análisis de valor inmobiliario. Presupuesto de implementación. Posibilidades de

recuperación. Factibilidad económica y financiera.
1.5 Lineamientos de plan maestro para cada predio y anteproyecto para el loteo

primera etapa en cada caso.
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1.6 Propuesta definitiva de gestión, plan maestro y proyecto en cada caso.
1.7 Modelo de intervención con estructura de análisis, diagnóstico, ejecución y gestión

replicable y adaptable a casos similares en otras ciudades y regiones.
1.8 Cuando se requiera la realización de equipamientos y/o espacios públicos

especiales cuya escala supere la de proyecto urbano se formularán lineamientos
específicos para generar bases de concursos o TDR para realización de proyectos
particularizados de arquitectura.

El producto entregado permite crear y/o poner en funcionamiento la unidad de gestión, aprobar
la normativa urbanística correspondiente, realizar el proyecto ejecutivo del desarrollo urbano,
realizar la subdivisión y asignar las parcelas. Asimismo, propone una estructura de análisis,
diagnóstico, ejecución y gestión replicable y adaptable a casos similares en otras ciudades y
regiones.
El producto básico no incluye renders, proyecto arquitectónico, tramitación catastral ni
evaluación de impacto ambiental, ni cualquier otro costo de implementación no incluido en
estos términos de referencia.
Cada proyecto se desarrolla en 60 a 120 días de acuerdo a su complejidad. La operación del
proyecto no está incluida en la consultoría (el proyecto incluye instrucciones para su gestión
operativa) pero se preverá un "servicio técnico" de asistencia para las dudas o imprevistos que
puedan surgir en su implementación, en un plazo a formular por la firma en su propuesta. Los
proyectos se pueden realizar en forma simultánea o sucesiva. Para cada proyecto se trabaja con
el municipio involucrado u otro organismo o nivel del estado cuando corresponda: equipo de
contraparte (provee información, consensua lineamientos de actuación, etc.). Eventualmente la
consultora puede "subcontratar" a ese equipo local para realizar algunas de las tareas
requeridas en los TDR.

3. Documento final de síntesis y difusión.
Para cada desarrollo realizado se entregará un documento de registro y difusión en formato
digital editable incluyendo textos, planillas y gráficos, en condiciones para ser editado,
diseñado y diagramado. Extensión sugerida: mínimo 15 páginas A4, máximo 50 páginas A4.

Formato de entrega

Los productos detallados anteriormente deberán ser entregados en los tiempos indicados en el
cronograma propuesto. Se deberá realizar una entrega por cada producto, la cual deberá ser
revisada y aprobada por la Secretaría. Una vez que se hayan aprobado todos los productos, se
deberá realizar una entrega final, conteniendo un Informe con una síntesis de las acciones
realizadas, pudiendo este informe coincidir con el producto 3 (Documento final de presentación
y difusión).

El proponente será responsable de la redacción de los informes y planillas de documentación,
detallando todos los aspectos metodológicos, resultados, análisis, tendencias, fichas y cualquier
otra información relevante para la compresión de la temática abordada. Todos los informes
deberán contener un “Resumen Ejecutivo” cuyo objetivo es presentar las principales
conclusiones de la evaluación para los tomadores de decisión de la Secretaría.
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De acuerdo a las características requeridas en cada producto se acordará con el proponente las
definiciones técnicas del formato requerido. Todos los productos serán solicitados en formato
papel y digital, a excepción de los asociados a bases de datos y afines.

VI. METODOLOGÍA DE TRABAJO
Para desarrollar las acciones propuestas deberán tenerse en cuenta los siguientes elementos:
● Introducirse en la normativa vigente aprobada por la Secretaría de Vivienda y por los

organismos nacionales, provinciales, municipales y de otros niveles con incumbencia en
el desarrollo territorial en cada caso en particular.

● Trabajar en coordinación permanente con los equipos técnicos y personal clave
designado de la Secretaría de Vivienda y de los gobiernos provinciales y municipales, a
fin de asegurar una correcta articulación y certeza en la obtención de los productos, y
lograr una coherencia en el marco del proyecto.

● Participar en las diferentes reuniones de coordinación, programación y planificación de
las áreas técnicas relacionadas a la implementación de los requerimientos de la
consultoría.

Las autoridades de la Secretaría y de los gobiernos provinciales y/o municipales según el caso
actuarán como intermediarios para facilitar reuniones y para brindar la información dentro de
sus competencias. Será responsabilidad del equipo consultor la interpretación y análisis de la
información que les sea brindada por cada una de estas dependencias. Se podrán acordar
presentaciones orales a la Secretaría.

VII. PERFIL DEL EQUIPO MÍNIMO DE LA FIRMA CONSULTORA

El proponente cuya propuesta de interés resulte seleccionada deberá acreditar el equipo de
trabajo mínimo solicitado en los presentes términos de referencia, anexando los
correspondientes currículum vitae y demás documentos que prueben su instrucción académica
y experiencia profesional. A continuación, se indican los perfiles profesionales del equipo
mínimo que se considera necesario para llevar adelantes las actividades solicitadas:
 Coordinador/a general: Profesional especializado/a en Planificación y Gestión Urbana.

Título de grado en la disciplina o en carrera afín (urbanismo, arquitectura, ingeniería,
geografía); se valorará título de maestría o doctorado. Experiencia laboral mínima: 25
años.

 Profesional especializado/a en economía urbana y/o catastro. Título de grado en la
disciplina o en carrera afín (economía, agrimensura); se valorará título de maestría o
doctorado. Experiencia laboral mínima: 15 años.

 Profesional especializado/a en proyecto urbano. Título de grado en la disciplina
(urbanismo, arquitectura), se valorará título de maestría o doctorado. Experiencia
laboral mínima: 10 años.

 Profesional especializado/a en infraestructura y/o medioambiente. Título de grado en
la disciplina (urbanismo, ingeniería, arquitectura, ciencias ambientales) o carrera afín,
se valorará título de maestría o doctorado. Experiencia laboral mínima: 15 años.
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 Profesional especializado/a en normativa urbana. Título de grado en Derecho o
antecedentes profesionales en la elaboración de normativas. Se valorará título de
maestría o doctorado. Experiencia laboral mínima: 15 años.

 Profesional especializado/a en ciencias sociales y procesos participativos. Título de
grado en carrera del área social (Sociología, Antropología, Trabajo social, etc.) o
antecedentes profesionales en la facilitación o conducción de procesos participativos.
Se valorará título de maestría o doctorado. Experiencia laboral mínima: 10 años.

Los equipos incluirán una parte permanente cuyos/as integrantes podrán ser remplazados por
profesionales de similares antecedentes en caso de necesidad, y una parte a designar ad hoc por
la consultora a cargo para cada instancia del trabajo. Por ejemplo, si una circunstancia específica
de uno de los proyectos (riesgo ambiental, complejidad legal, valor patrimonial, etc.) hace
necesario contratar un/a especialista que no resulta necesario para el resto de los casos.
La Secretaría puede requerir el remplazo de consultores por razones fundadas, siendo
remplazados por profesionales de similares antecedentes.
La coordinación general del proyecto estará a cargo de la Dirección Nacional de Acceso al Suelo
y Formalizaciones de la Secretaría de Vivienda.

VIII. CRONOGRAMA DE ENTREGAS Y PAGO
La contratación establece un plazo de dos (2) años a partir de la firma del contrato, con
posibilidad de extensión por un plazo equivalente al finalizar. Los pagos serán contra la
presentación de informes de avance de la firma consultora de acuerdo a lo requerido en cada
una de las fases del proyecto por parte del contratante. Se estiman 21 pagos en concepto de
Documento de manual de procedimientos y la formulación de proyectos de desarrolla urbano,
contemplando un pago contra informe de avance y saldo a la entrega de la formulación del
proyecto junto al informe final..

Año 1 2
Mes 1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12 1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12
Producto 1 2.1 a 2.10*

El pago correspondiente al producto 1 responderá a la cotización realizada por la firma
adjudicataria del contrato.
* Cada producto 2 (formulación de proyecto urbanístico) se realiza en un plazo de 60 a 90 días,
siendo sucesivos en el tiempo o simultáneos de manera parcial o completa de acuerdo a lo
indicado en las secciones IV y V.
Para cada producto se realizarán sendos pagos en concepto de:

-aprobación de Informe de Avance (50%)
-saldo a la aprobación del Informe final o acta de entrega (50%)
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IX. CRITERIOS DE EVALUACIÓN TÉCNICA

Los criterios y sub criterios, y el sistema de puntos que se asignarán para la evaluación de las
propuestas son:

(i) Lógica de la metodología y plan de trabajo propuestos en respuesta a los términos de referencia
a. Enfoque técnico y metodología 25 puntos
b. Plan de trabajo 25 puntos
Puntos totales para el criterio (i) 50 puntos

(ii) Experiencia pertinente de la firma
a. Antecedentes y referencias confirmadas en trabajos similares en
los últimos 7 años

10 puntos

Puntos totales para el criterio (ii) 10 puntos

(iii) Calificaciones y competencia del personal profesional clave para el desarrollo de la consultoría
a. Profesional especializado/a en Planificación y Gestión urbana
(coordinador)

10 puntos

b. Profesional especializado/a en economía urbana y/o catastro 6 puntos
c. Profesional especializado/a en proyecto urbano 6 puntos
d. Profesional especializado/a en infraestructura y/o medioambiente 6 puntos
e. Profesional especializado/a d en normativa urbana 6 puntos
f. Profesional especializado/a en ciencias sociales y procesos
participativos

6 puntos

Puntos totales para el criterio (i) 40 puntos

Puntos totales criterios (i), (ii) y (iiI) 100 puntos

El número de puntos asignados a los aspectos (i) y (ii) y los cargos o disciplinas indicados en (iii),
serán establecidos considerando los sub criterios siguientes de ponderación:

Sub criterios del Criterio de evaluación (i):

Subcriterio a.
Muy Bueno Bueno Regular Deficiente

a.1) Enfoque técnico propuesto 10 7 2 0
Muy

Detallado
Detalle

Adecuado
Poco

Detallado
Carente de

detalle
a.2) Nivel de detalle de la propuesta
metodológica 10 6 2 0

Subcriterio b.
Muy

ajustado
Ajuste

Aceptable
Bajo nivel
de ajuste Irregular

b.1) Distribución temporal de cada actividad
presentada en forma ajustada a los plazos
propuestos

7 3 1 0

Muy Bueno Adecuado Bajo Deficiente o
Nulo

b.2) Nivel de detalle de las tareas y de la
asignación de recursos a cada una de ellas 8 4 2 0
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Sub criterios del Criterio de evaluación (ii):

Subcriterio a.

Alto Aceptable Regular Deficiente

a.1) Cantidad de casos documentados 10 7 2 0

Numerosas Aceptables Regular Deficiente

a.2) Referencias ofrecidas 10 6 2 0

Sub criterios del Criterio de evaluación (iiI):
Subcriterio calificaciones y competencia del personal profesional clave para el desarrollo de la
consultoría

a. Profesional especializado/a en Planificación y Gestión urbana (Coordinador)

Sub criterio Aspectos evaluados Puntaje

a.1) Formación Académica
[máximo 3 puntos] Formación profesional del especialista

Título de grado en urbanismo, arquitectura,
ingeniería, geografía o disciplina afín 1

Especialización en carrera afín 2

Maestría/ Doctorado en carrera afín 3

a.2) Experiencia general
[máximo 4 puntos] Mínimo requerido en el ejercicio de su profesión.

Entre 25 y 30 años 1
Entre 30 y 35 años. 2
Más de 35 años. 4

a.3) Experiencia específica
[máximo 3 puntos]

Participación en formulación y/o coordinación de
proyectos urbanísticos

Sin experiencia 0
Al menos 1 proyecto 1
Entre 2 y 10 proyectos 2
Más de 10 proyectos 3
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b. Profesional especializado/a en economía urbana y/o catastro

Sub criterio Aspectos evaluados Puntaje

b.1) Formación Académica
[máximo 3 puntos] Formación profesional del especialista

Título de grado en economía, agrimensura o
disciplina afín 1

Especialización en carrera afín 1,5

Maestría/ Doctorado en carrera afín 2

b.2) Experiencia general
[máximo 4 puntos] Mínimo requerido en el ejercicio de su profesión.

Entre 15 y 20 años 1
Entre 20 y 25 años. 1,5
Más de 25 años. 2

b.3) Experiencia específica
[máximo 3 puntos]

Participación en formulación de proyectos
urbanísticos

Sin experiencia 0
Al menos 1 proyecto 1
Entre 2 y 10 proyectos 1,5
Más de 10 proyectos 2

c. Profesional especializado/a en proyecto urbano

Sub criterio Aspectos evaluados Puntaje

c.1) Formación Académica
[máximo 3 puntos] Formación profesional del especialista

Título de grado en urbanismo, arquitectura o
disciplina afín 1

Especialización en carrera afín 1,5

Maestría/ Doctorado en carrera afín 2

c.2) Experiencia general
[máximo 4 puntos] Mínimo requerido en el ejercicio de su profesión.

Entre 10 y 15 años 1
Entre 15 y 20 años. 1,5
Más de 20 años. 2

c.3) Experiencia específica
[máximo 3 puntos]

Participación en formulación de proyectos
urbanísticos

Sin Experiencia 0
Al menos 1 proyecto 1
Entre 2 y 10 proyectos 1,5
Más de 10 proyectos 2
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d. Profesional especializado/a en infraestructura y/o medioambiente

Sub criterio Aspectos evaluados Puntaje

d.1) Formación Académica
[máximo 3 puntos] Formación profesional del especialista

Título de grado en urbanismo, ingeniería,
arquitectura, ciencias ambientales o disciplina
afín

1

Especialización en carrera afín 1,5

Maestría/ Doctorado en carrera afín 2

d.2) Experiencia general
[máximo 4 puntos] Mínimo requerido en el ejercicio de su profesión.

Entre 15 y 20 años 1
Entre 20 y 25 años. 1,5
Más de 25 años. 2

d.3) Experiencia específica
[máximo 3 puntos]

Participación en formulación de proyectos
urbanísticos

Sin experiencia 0
Al menos 1 proyecto 1
Entre 2 y 10 proyectos 1,5
Más de 10 proyectos 2

e. Profesional especializado/a en normativa urbana

Sub criterio Aspectos evaluados Puntaje

d.1) Formación Académica
[máximo 3 puntos] Formación profesional del especialista

Sin formación específica 0

Título de grado en Derecho 1

Especialización en carrera afín 1,5

Maestría/ Doctorado en carrera afín 2

d.2) Experiencia general
[máximo 4 puntos] Mínimo requerido en el ejercicio de su profesión.

Entre 15 y 20 años 1
Entre 20 y 25 años. 1,5
Más de 25 años. 2

d.3) Experiencia específica
[máximo 3 puntos]

Antecedentes profesionales en la elaboración de
normativa [experiencia obligatoria si no cuenta con
formación académica]

Sin experiencia 0
Al menos 1 proyecto 1
Entre 2 y 10 proyectos 1,5
Más de 10 proyectos 2
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f. Profesional especializado/a en ciencias sociales y procesos participativos

Sub criterio Aspectos evaluados Puntaje

f.1) Formación Académica
[máximo 3 puntos] Formación profesional del especialista

Sin formación académica específica 0

Título de grado en carrera del área social
Sociología, Antropología, Trabajo social o
carrera afín

1

Especialización en carrera afín 1,5

Maestría/ Doctorado en carrera afín 2

f.2) Experiencia general
[máximo 4 puntos] Mínimo requerido en el ejercicio de su profesión.

Entre 10 y 15 años 1
Entre 15 y 20 años. 1,5
Más de 20 años. 2

f.3) Experiencia específica
[máximo 3 puntos]

Antecedentes profesionales en la facilitación o
conducción de procesos participativos [experiencia
obligatoria si no cuenta con formación académica]

Sin experiencia 0
Al menos 1 proyecto 1
Entre 2 y 10 proyectos 1,5
Más de 10 proyectos 2

X. CONFIDENCIALIDAD Y PROPIEDAD DE LA INFORMACIÓN

La Secretaría tendrá derecho a toda propiedad intelectual que la firma consultora haya
preparado o recolectado en consecuencia o durante la ejecución de la presente consultoría.

Todo informe, cálculo, recomendación, documento y toda información compilada o recibida por
la firma consultora en virtud de la presente consultoría será de propiedad de la Secretaría de
Vivienda; y deberá encontrarse a disposición de la Secretaría de Vivienda para su uso o revisión
en momentos y lugares razonables y deberá ser considerada como confidencial y entregada
únicamente a personal autorizados de la SV al concluir los trabajos previstos.


